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EXCMO. SR. CONSEJERO DE
PRESIDENCIA
Pº María Agustín 36. Edificio Pignatelli
50004 Zaragoza
Zaragoza

Zaragoza, a 10 de febrero de 2017

I.- Antecedentes

Primero.-  Con fecha  5 de abril de 2016 tuvo entrada en esta Institución un

escrito  de  queja  que  quedó  registrado  con  el  número  de  referencia  arriba

expresado.

En   el mismo, se hacía alusión a la situación de los funcionarios del

Cuerpo  de  Policía  Local  del  Ayuntamiento  de  Sabiñánigo,  a  raíz  de  la

aplicación  de  la  Ley  8/2013,  de  12  de  septiembre,  de  Coordinación  de

Policías  Locales  de  Aragón.  Dicha  norma  ha  supuesto  la  reclasificación

profesional de los funcionarios de las categorías de Oficial y Policía, que han

quedado  integrados  en  el  grupo  C,  subgrupo  C1.  De  conformidad  con  la

Disposición  Transitoria  tercera,  la  integración  no  puede  suponer  un

incremento de gasto público, lo que llevó a dicho Ayuntamiento a aplicar una

minoración en las nóminas del personal afectado.

El  ciudadano  aludía  al  eventual  agravio  comparativo  que  podía

producirse respecto a funcionarios  del Cuerpo que a través de procesos de

promoción posteriores pasan a integrar la  misma categoría, y que  perciben

unas  retribuciones  superiores,  -al  no  aplicárseles  concepto  que  minore  la
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nómina-, pese a pertenecer a la misma categoría y desempeñar las mismas

funciones. Por ello, planteaba  la posibilidad de adoptar medidas para evitar

dicha desigualdad.

Segundo.- Examinado  el  escrito  de  queja,  y  asignada  su  tramitación  al

Asesor  Víctor  Solano,  se  resolvió  admitirlo  a  supervisión  y  dirigirse  al

Ayuntamiento  de  Sabiñánigo  solicitando  información  sobre  la  cuestión

planteada.

Tercero.-  La  Administración  dio  contestación  a  nuestra  petición  de

información mediante escrito en el que señalaba, literalmente, lo siguiente:

“En referencia al escrito remitido por el  Justicia de Aragón con

fecha de entrada 18 de mayo, DI-1234/2016-4, referente a la situación

de los  funcionarios del  Cuerpo de  Policía Local de  este Consistorio,  a

raíz  de  la  aplicación  de  la  Ley  8/2013,  de  12  de  septiembre,  de

Coordinación de Policías Locales de Aragón,

Expongo:

En el mes de enero de 2016 se presentó en el Ayuntamiento un

escrito  remitido  por  A,  funcionario  de  este  Ayuntamiento,  adscrito  al

departamento de Seguridad como Policía Local, en el cual se planteaba

esta desigualdad con los Policías que han accedido con posterioridad a

la Ley 8/2013 a funcionarios del Cuerpo de Policía.

Por  parte  de  los  Servicios  Jurídicos  del  Ayuntamiento  y  de
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Intervención  se elaboraron  sendos  informes  en  los  que  se detallaban

como  se  ha  aplicado  correctamente  la  Ley  8/2013,  de  12  de

septiembre, de Coordinación de Policías Locales de Aragón, realizando

la reclasificación y como disponía la misma sin suponer un incremento

del gasto público, ni de sus retribuciones totales anuales.

En  el  caso  de  funcionarios  de  nuevo  acceso,  estos  acceden

directamente  al  Grupo  C,  subgrupo  C1  y  a  estos  no  se  les  aplica  la

Disposición  Transitoria  Tercera  de  la  Ley  8/2013,  disposición  que

pretende  dar  seguridad  jurídica  a  las  situaciones  anteriores  a  la

aprobación de la ley.

Independientemente de que se pueda plantear si la Ley podría

haber sido mejor, el Ayuntamiento como administración pública tiene el

deber de aplicar y cumplir las leyes autonómicas y estatales y esto es lo

que el Ayuntamiento de Sabiñánigo ha llevado a cabo”.

Adjuntaba el Consistorio copia de informe de Secretaría General en

el que se argumentaba lo siguiente:

“CONSIDERANDO:  Con  fecha  17  de  diciembre  de  2015  se

mantuvo una reunión del Sr. Alcalde con miembros de la Policía Local

del  Ayuntamiento  de  Sabiñánigo  con  el  fin  de  tratar  diferentes  temas

relacionados con el funcionamiento del Departamento de Seguridad del

Ayuntamiento.

CONSIDERANDO: Que tras esa reunión en el mes de enero de

2016, A hizo entrega al Sr. Alcalde de un escrito en el que se recogían
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ideas  o  sugerencias  referentes  a  diferentes  asuntos  que  atañen  al

mencionado Departamento.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

PRIMERO: Con fecha 12 de septiembre de 2013, fue aprobada

la  Ley  8/2013,  de  Coordinación  de  Policías  Locales  de  Aragón,  cuyo

objeto  es  el  establecimiento  de  los  criterios  de  coordinación  de  los

Policías Locales de Aragón, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo

76.3 del Estatuto de Autonomía. La citada Ley será de aplicación a las

Policías  Locales  de  los  diferentes  municipios  de  la  Comunidad

Autónoma de Aragón y a los funcionarios que las integren.

Que la Disposición transitoria tercera de la Ley 8/2013 de 12 de

septiembre de Coordinación de Policías Locales de Aragón señala que

los funcionarios que desempeñen puestos de trabajo en las categorías

de  Oficial  y  Policía  pasarán  a  formar  parte  de  la  Escala  Ejecutiva,

quedando integrados en el Grupo C, Subgrupo C1. En todo caso y bajo

ningún supuesto la integración podrá suponer un incremento del gasto

público,  ni  modificación de  sus retribuciones totales anuales.  En estos

casos,  se  pasará  a  percibir  el  sueldo  base  correspondiente  al  nuevo

subgrupo de  clasificación profesional,  pero el  exceso sobre el  anterior

se deducirá de sus retribuciones complementarias, preferentemente del

complemento de productividad si lo hay, del complemento específico o

de cualquier  otro, referidas a catorce mensualidades,  de forma que se

perciban  idénticas  remuneraciones  globales  que  en  la  situación

anterior.  Los  trienios  que  se  hubieren  perfeccionado  se  valorarán  de

acuerdo con el grupo de clasificación al que pertenecía el funcionario.
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SEGUNDO: Que en  cumplimiento de  la  Disposición  transitoria

tercera de la Ley 8/2013, por Decreto de Alcaldía no 525/14 de 13 de

mayo,  el  Ayuntamiento  de  Sabiñánigo  procedió  a  reclasificar  a  los

funcionarios  citados  en  el  Subgrupo C1. En  el  Decreto de  Alcaldía  se

señalaba textualmente que "tal y como indica la Disposición transitoria

tercera punto 3 de la Ley 8/2013 de 12 de septiembre de Coordinación

de Policías Locales de Aragón, la integración en el Subgrupo C1 de los

funcionarios  citados  en  los  apartados  Segundo,  Tercero  y  Cuarto,  en

todo  caso  y  bajo  ningún  supuesto  podrá  suponer  un  incremento  del

gasto público, ni modificación de sus retribuciones totales anuales. Los

funcionarios integrados en el Subgrupo C1, pasarán a percibir el sueldo

base  correspondiente  al  nuevo  subgrupo  de  clasificación  profesional,

pero  el  exceso  sobre  el  anterior  se  deducirá  de  sus  retribuciones

complementarias,  (concretamente  del  complemento  específico,  al  no

percibir  complemento  de  productividad)  referidas  a  catorce

mensualidades,  de  forma  que  se  perciban  idénticas  remuneraciones

globales  que  en  la  situación  anterior.  Los  trienios  que  se  hubieren

perfeccionado con anterioridad a la entrada en vigor  de la Ley 8/2013

(25-9-13) se valorarán de acuerdo con el grupo de clasificación al que

pertenecía el funcionario. Los trienios perfeccionados con posterioridad

a  dicha  fecha  se  valorarán  de  acuerdo  con  el  Subgrupo  C1,  con

derecho al abono de los atrasos correspondientes desde la fecha de su

perfeccionamiento".

No  habiéndose  recurrido  el  Decreto  n°  525/14,  hay  que

considerar  que  no  ha  sido  objeto  de  recurso  la  reclasificación  de  los

funcionarios citados en el Subgrupo C1, ni el modo de llevarla a cabo,

que por imperativo de  la  D.T.  3 de  la  Ley  8/2013  de  Coordinación de

Policías  Locales  de  Aragón  no  ha  supuesto  incremento  del  gasto
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público,  ni  modificación  de  las  retribuciones  totales  anuales  de  los

funcionarios,  pasando a percibir  éstos el  sueldo base  correspondiente

al  nuevo  subgrupo  en  el  que  se  integran  (C1)  deduciendo  el  exceso

sobre el anterior de sus retribuciones complementarias (concretamente

del  complemento  específico,  al  no  percibir  complemento  de

productividad)  referidas  a  catorce  mensualidades,  de  forma  que  se

perciban  idénticas  remuneraciones  globales  que  en  la  situación

anterior.

La deducción proveniente del mandato expreso de la D.T. 3 de

la Ley 8/2013, se viene practicando desde la nómina del mes de mayo

de  2014  de  la  forma  más  ventajosa  para  los  funcionarios  afectados,

pues  al  hacerse  en  el  apartado  de  devengos  de  la  nómina  junto  al

complemento  específico,  la  cantidad  deducida  no  se  tiene  en  cuenta

para  el  cálculo  de  la  deducción  por IRPF, cosa  que  si  sucedería si  el

cálculo  de  las  retribuciones  brutas  no  se  viera  minorado  con  la

deducción impuesta por la D.T. 3a de la Ley 8/2013.

TERCERO:  Se  entiende  que  las  Disposiciones  Transitorias

regulan  el  tránsito de  la  vieja a la  nueva ley. Hay veces,  como la que

nos ocupa, que una nueva ley contiene unas Disposiciones transitorias,

que tiene como objetivo resolver los conflictos que puedan surgir entre

las disposiciones de la antigua y la nueva normativa.

En  ellas  se  intenta  resolver  los  problemas  que  los  cambios

legislativos  puedan  suponer.  El  criterio  general  es el  de  no  perjudicar

los  derechos  adquiridos,  haciendo  que  las  relaciones  jurídicas

conserven el régimen bajo el que nacieron.
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Los  límites  de  la  eficacia  temporal  de  la  norma  legal  vienen

determinados por la entrada en vigor, momento en que la norma nace

al mundo del Derecho desplegando toda su eficacia. Lo más normal es

que la ley no tenga límite temporal y su vigencia se proyecte mientras

no  se  dicte  una  nueva  ley  que  la  contradiga  o  la  derogue  (art.  2.2

Código Civil).

Dictar una  nueva ley  y derogar la  preexistente  son cuestiones

relativamente  claras  e  inmediatas,  ahora  bien,  la  nueva  ley  habrá  de

regular situaciones   jurídicas producidas o nacidas con posterioridad a

su publicación.

Por  ello,  normalmente  las  disposiciones  normativas  se cierran

con una serie  de disposiciones  transitorias que pretenden  resolver los

problemas  planteados  por  el  cambio  legislativo.  Pretenden  resolver

estos problemas aunque en nuestro ordenamiento contenga una regla

general de irretroactividad de la ley.

Por lo tanto, podemos decir que la Ley 8/2013 de Coordinación

de  Policías  Locales  de  Aragón  es  una  ley  en  vigor  y  durante  este

tiempo  no  se  ha  producido  ninguna  modificación  referente  a  la

Disposición transitoria tercera, Disposición que pretende dar seguridad

jurídica a las situaciones anteriores a la aprobación de la ley.

Podemos plantearnos si la Ley podría haber sido mejor, incluso

si  algún  punto  podría  ser  inconstitucional,  en  cuyo  caso  pudiera  ser

susceptible  de  recurso  de  inconstitucionalidad,  pero  en  estos
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momentos no hay planteado ningún recurso y nuestro deber es aplicar

y cumplir las leyes autonómicas y estatales.

El Ayuntamiento como administración pública tiene el deber de

aplicar  la citada Ley,  independientemente  de  que la  misma pueda ser

modificada en  cualquier  momento por  la  autoridad  competente  (poder

legislativo) o susceptible de recursos.

CONCLUSIONES

Como conclusiones entiendo que:

1. Que la Disposición transitoria tercera de la Ley 8/2013 de 12

de septiembre de  Coordinación de  Policías Locales de  Aragón señala

que  los  funcionarios  que  desempeñen  puestos  de  trabajo  en  las

categorías  de  Oficial  y  Policía  pasarán  a  formar  parte  de  la  Escala

Ejecutiva,  quedando  integrados  en  el  Grupo C, Subgrupo Cl.  En  todo

caso  y  bajo  ningún  supuesto  la  integración  podrá  suponer  un

incremento  del  gasto  público,  ni  modificación  de  sus  retribuciones

totales anuales.

2. Que en cumplimiento de la Disposición transitoria tercera de

la  Ley  8/2013,  por  Decreto  de  Alcaldía  no  525/14  de  13  de  mayo,  el

Ayuntamiento  de  Sabiñánigo  procedió  a  reclasificar  a los  funcionarios

citados  en  el  Subgrupo  C1.  Que  esta  reclasificación  se  realizó  tal  y

como disponía la ley sin suponer un incremento del gasto público, ni de

sus retribuciones totales anuales.

3.  Que  no  habiéndose  producido  ninguna  modificación  de  la

citada Ley, ni  ningún cambio legislativo que pueda influir en la misma,
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al Ayuntamiento de Sabiñánigo le corresponde aplicar la Ley tal y como

se ha  realizado hasta este momento y por lo  tanto no  incrementar las

retribuciones totales anuales de los funcionarios que tras la aprobación

de esta Ley han pasado a quedar integrados en el Grupo C, Subgrupo

C1”.

Igualmente  adjuntaba  copia  de  informe  de  Intervención,  que

establecía lo siguiente:

“FUNDAMENTOS JURIDICOS.

PRIMERO: Con fecha 12 de septiembre de 2013, fue aprobada

la  Ley  8/2013,  de  Coordinación  de  Policías  Locales  de  Aragón,  cuyo

objeto  es  el  establecimiento  de  los  criterios  de  coordinación  de  los

Policías Locales de Aragón, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo

76.3 del Estatuto de Autonomía.

La citada  Ley  será de  aplicación a las  Policías Locales de  los

diferentes  municipios  de  la  Comunidad  Autónoma  de  Aragón  y  a  los

funcionarios que las integren.

Que la Disposición transitoria tercera de la Ley 8/2013 de 12 de

septiembre de Coordinación de Policías Locales de Aragón señala que

los funcionarios que desempeñen puestos de trabajo en las categorías

de  Oficial  y  Policía  pasarán  a  formar  parte  de  la  Escala  Ejecutiva,

quedando integrados en el Grupo C, Subgrupo C 1. En todo caso y bajo

ningún supuesto la integración podrá suponer un incremento del gasto
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público,  ni  modificación de  sus retribuciones totales anuales.  En estos

casos,  se  pasará  a  percibir  el  sueldo  base  correspondiente  al  nuevo

subgrupo de  clasificación profesional,  pero el  exceso sobre el  anterior

se deducirá de sus retribuciones complementarias, preferentemente del

complemento de productividad si lo hay, del complemento específico o

de cualquier  otro, referidas a catorce mensualidades,  de forma que se

perciban  idénticas  remuneraciones  globales  que  en  la  situación

anterior.

Los  trienios  que  se  hubieren  perfeccionado  se  valorarán  de

acuerdo con el grupo de clasificación al que pertenecía el funcionario.

SEGUNDO: Que en  cumplimiento de  la  Disposición  transitoria

tercera de la Ley 8/2013, por Decreto de Alcaldía no 525/14 de 13 de

mayo,  el  Ayuntamiento  de  Sabiñánigo  procedió  a  reclasificar  a  los

funcionarios  citados  en  el  Subgrupo C1. En  el  Decreto de  Alcaldía  se

señalaba textualmente que "tal y como indica la Disposición transitoria

tercera punto 3 de la Ley 8/2013 de 12 de septiembre de Coordinación

de Policías Locales de Aragón, la integración en el Subgrupo C1 de los

funcionarios  citados  en  los  apartados  Segundo,  Tercero  y  Cuarto,  en

todo  caso  y  bajo  ningún  supuesto  podrá  suponer  un  incremento  del

gasto público, ni modificación de sus retribuciones totales anuales. Los

funcionarios integrados en el Subgrupo C1, pasarán apercibir el sueldo

base  correspondiente  al  nuevo  subgrupo  de  clasificación  profesional,

pero  el  exceso  sobre  el  anterior  se  deducirá  de  sus  retribuciones

complementarias,  (concretamente  del  complemento  específico,  al  no

percibir  complemento  de  productividad)  referidas  a  catorce

mensualidades,  deforma  que  se  perciban  idénticas  remuneraciones

globales  que  en  la  situación  anterior.  Los  trienios  que  se  hubieren
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perfeccionado con anterioridad a la entrada en vigor  de la Ley 8/2013

(254-13) se valorarán de  acuerdo  con el  grupo  de  clasificación al  que

pertenecía el funcionario. Los trienios perfeccionados con posterioridad

a  dicha  fecha  se  valorarán  de  acuerdo  con  el  Subgrupo  C1,  con

derecho al abono de los atrasos correspondientes desde la fecha de su

perfeccionamiento”.

No  habiéndose  recurrido  el  Decreto  n°  525/14,  hay  que

considerar  que  no  ha  sido  objeto  de  recurso  la  reclasificación  de  los

funcionarios citados en el Subgrupo C1, ni el modo de llevarla a cabo,

que por imperativo de la D.T. 3 de la Ley 8/20 13 de Coordinación de

Policías  Locales  de  Aragón  no  ha  supuesto  incremento  del  gasto

público,  ni  modificación  de  las  retribuciones  totales  anuales  de  los

funcionarios,  pasando a percibir  éstos el  sueldo base  correspondiente

al  nuevo  subgrupo  en  el  que  se  integran  (C1)  deduciendo  el  exceso

sobre el anterior de sus retribuciones complementarias (concretamente

del  complemento  específico,  al  no  percibir  complemento  de

productividad)  referidas  a  catorce  mensualidades,  de  forma  que  se

perciban  idénticas  remuneraciones  globales  que  en  la  situación

anterior.

La deducción proveniente del mandato expreso de la D.T. 3 de

la Ley 8/2013, se viene practicando desde la nómina del mes de mayo

de  2014  de  la  forma  más  ventajosa  para  los  funcionarios  afectados,

pues  al  hacerse  en  el  apartado  de  devengos  de  la  nómina  junto  al

complemento  específico,  la  cantidad  deducida  no  se  tiene  en  cuenta

para  el  cálculo  de  la  deducción  por IRPF, cosa  que  si  sucedería si  el

cálculo  de  las  retribuciones  brutas  no  se  viera  minorado  con  la

deducción impuesta por la D.T. 3 de la Ley 8/2013.
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En  consecuencia  y  sin  entrar  a  valorar  la  dudosa  técnica

jurídica  utilizada  en  esta  Ley,  el  Ayuntamiento  de  Sabiñánigo  debe

aplicar la Ley en todos sus términos, por lo que es ajustado a derecho

el  acuerdo  de  reclasificación  de  los  funcionarios  que  desempeñen

puestos  de  trabajo  en  las  categorías  de  Oficial  y  Policía  para  su

integración  en  el  Grupo  C,  Subgrupo  C1,  así  como  que  dicha

reclasificación  no  suponga  un  incremento  de  las  retribuciones

percibidas por dichos, uncionarios, tal y corno establece la D.T. 3 de la

Ley 8/2013”.

Cuarto.- Examinada  la  información  remitida  por  el  Ayuntamiento  de

Sabiñánigo, consideramos necesaria su ampliación. Para ello, nos dirigimos

al Departamento de Presidencia del Gobierno de Aragón, mediante escrito al

que  adjuntábamos  copia  de  los  informes  facilitados  por  el  Consistorio.

Señalábamos  a la Administración autonómica que se podía comprobar que

el  Ayuntamiento  aludía  a  la  obligación  de  aplicar  y  cumplir  las  leyes

autonómicas, como no podía ser de otra manera. No obstante, entendíamos

que  la  disposición  transitoria  de  la  norma  podía  conducir  a  determinadas

desigualdades,  que  podrían  requerir  la  adopción  de  algún  mecanismo

corrector.  Por  ello,  solicitábamos  que  informase  acerca  del  criterio  al

respecto  de  ese  Departamento,  y  si  se  había  valorado  la  posibilidad  de

adoptar alguna medida.

Quinto.-  El  Departamento  de  Presidencia  del  Gobierno  de  Aragón  remitió

informe en el que se señalaba literalmente lo siguiente:

“Según el informe emitido por la Dirección General de Justicia e

Interior  en  relación  al  expediente  DI-1234/2016-4,  relativo  a  la
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"Situación  de  los  funcionarios  del  Cuerpo  de  Policía  Local  del

Ayuntamiento de Sabiñanigo, a raíz de la aplicación de la Ley 8/2013,

de 12 de septiembre, de Coordinación de Policías Locales de Aragón",

le informo de lo siguiente:

Efectivamente  tal  como ya viene  recogido  en  el  propio  escrito

de  remisión  aludido,  la  Ley  8/2013,  de  12  de  septiembre,  y  dada  la

nueva estructura orgánica que vino a recoger en su artículo 22, articuló

mediante su Disposición Transitoria Tercera un régimen de integración

de  los  miembros  de  la  Escala  Ejecutiva.  Estas  categorías,  policía  y

oficial, encuadradas en la anterior normativa en el grupo C2, pasaban a

pertenecer al C1.

En  este  sentido,  y  conforme  ya  reflejó  en  su  momento  el

informe de la Dirección General de Servicios Jurídicos en el trámite de

elaboración de la Ley, es doctrina reiterada del Tribunal Supremo y de

los Tribunales Superiores de  Justicia  que  las retribuciones básicas de

los funcionarios serán las correspondientes al grupo de clasificación en

aquellos  que  deban  integrarse,  con  independencia  del  puesto  que

desempeñen. En el caso que nos ocupa, realizando funciones de grupo

C2,  se les reconoció categoría  grupo  C1, y por tanto  las retribuciones

de  dichos  funcionarios  a  percibir  debían  ser  las  de  grupo  C1,  dando

cumplimiento a este requisito.

El  proceso  de  integración,  tal  como  vino  dispuesto  en  la

Disposición Transitoria Tercera de la Ley 8/2013, de 12 de septiembre,

no  debía  suponer  incremento  del  gasto  público  por  lo  que  a  priori  la

norma,  no  parecía  acorde  con  los  derechos  adquiridos  de  dicho

personal.  No  obstante  esta  última  medida,  debe  ponerse  en  relación
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con la limitación en cuanto  a los gastos de personal que en el año de

aprobación de dicho texto legal, vino a recoger La Ley de Presupuestos

(Ley  17/2012,  de  27  de  diciembre,  de  Presupuestos  Generales  del

Estado para el año 2013, BOA núm. 312 de 28 de diciembre de 2012).

El tenor literal del artículo 22. Dos indicaba:

“En  el  año  2013,  las  retribuciones  del  personal  al  servicio  del

sector  público  no  podrán  experimentar  ningún  incremento  respecto  a

las vigentes a 31 de diciembre de 2012, en términos de homogeneidad

para  los  dos  períodos de  la  comparación, tanto  por lo  que  respecta a

efectivos de personal como a la antigüedad del mismo, y sin tenerse en

cuenta la reducción aprobada por el  Real Decreto-Ley 20/2012,  de 13

de julio”.

Debe  recordarse  que  las  retribuciones  básicas  de  los

funcionarios locales, tal como viene estipulado en el artículo 93.1 de la

Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local,

deben  atenerse  a  la  misma  estructura  e  idéntica  cuantía  que  las

establecidas  con  carácter  general  para  toda  la  función  pública.  Las

retribuciones complementarias por su parte, se atendrán asimismo a la

estructura  y  criterios  de  valoración  objetiva  de  las  del  resto  de

funcionarios,  fijando  el  Pleno  de  la  Corporación,  dentro  de  los  límites

máximos y mínimos, que se señalen por el Estado.

Por  su parte  debe  hacerse  mención  también a lo  recogido  en

los  artículos  23  y  24  de  la  Ley  del  Estatuto  Básico  del  Empleado

Público,  aprobado  por  el  Real  Decreto  Legislativo  5/2015,  de  30  de

octubre,  (en  adelante  EBEP)  en  cuanto  a  la  regulación  de  las

retribuciones. Las básicas (sueldo y trienios), deben fijarse anualmente
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en  la  Ley  de  Presupuestos  Generales  del  Estado  y  las

complementarias  se  establecerán  en  las  correspondientes  leyes  de

cada Administración Pública.

Las referencias normativas citadas, constituyen  el  fundamento

legal de la fórmula de integración plasmada en la Ley 8/2013, de 12 de

septiembre. Esto es, realizada la integración,  las retribuciones básicas

no  podían  verse  afectadas,  pues  son  fijadas  anualmente  por  ley,  y

debían ser las complementarias, con el límite del gasto aludido, las que

sirvieran para mantener en cuanto a cuantía, con relación a su situación

anterior, las retribuciones de los funcionarios afectados.

Con relación al eventual agravio comparativo que podría llegar

a  producirse  con  relación a funcionarios de  igual  categoría  en  futuras

promociones,  sin  hacer  mención  en  este  escrito  a  las  limitaciones

presupuestarias en cuanto a la oferta pública de empleo que ha venido

reflejándose anualmente en las leyes de presupuestos  desde el 2013,

si  el  Ayuntamiento  optara  por  dotar  a  las  nuevas  plazas  de  unas

retribuciones  complementarias  superiores  a  las  que  vienen  cobrando

los  policías  que  ya  vienen  desempeñando  su  trabajo  en  la  localidad,

efectivamente el agravio podrá tener lugar.

Debe indicarse que desde el año 2013, las sucesivas leyes de

presupuestos generales del Estado, han venido recogiendo, en iguales

términos, la misma cláusula  limitativa del  gasto público que justificó el

sistema de integración recogido en la Ley 8/2013, de 12 de septiembre:

- Artículo 20 Dos de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de
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Presupuestos Generales del Estado para el año 2014.

.-  Artículo  20  Dos  Ley  36/2014,  de  26  de  diciembre,  de

Presupuestos Generales del Estado para el año 2015.

Siendo a partir del 2016, conforme a lo dispuesto en el artículo

19 Dos Ley 48/2015, de 29 de octubre, de Presupuestos Generales del

Estado para el  año  2016,  cuando se levanta  la limitación, permitiendo

que las retribuciones de personal al servicio del sector público puedan

experimentar un incremento global, no superior al 1%.

Así  pues, con las limitaciones en cuanto  a la incorporación  de

personal y la tasa de reposición recogidas anualmente en las Leyes de

Presupuestos,  cuestión  que  insistimos,  no  entramos  a  dilucidar,

entendemos  que  en  su  caso  las  retribuciones  de  las  nuevas  plazas,

tanto  a  nivel  de  retribuciones  básicas  pues  esta  cuestión

ineludiblemente viene marcado de nuevo anualmente por las Leyes de

Presupuestos  del  Estado,  como  también  a  nivel  de  las  retribuciones

complementarias,  deberían  ser  equivalentes  a  las  de  los  puestos

actuales,  o  bien  con  el  margen  marcado  por  la  última  Ley  de

Presupuestos y la posibilidad de margen en cuanto a la determinación

de las retribuciones complementarias por parte la entidad local ( artículo

24  del  EBEP)  equiparar  ambas,  entendiendo  que  no  puede  haber

disparidad  de  retribuciones  en  iguales  plazas  a  no  ser  que  por  la

especial  dificultad  técnica,  responsabilidad,  dedicación,

incompatibilidad exigible para el  desempeño de determinados puestos

de  trabajo  o  demás  factores  que  recoge  el  artículo  24  del  EBEP,  se

establecieran en puestos de igual categoría distintas cuantías para las

retribuciones complementarias, todo ello justificado necesariamente de

manera objetiva”.
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II.- Consideraciones jurídicas

Primera.- La Ley 8/2013, de 12 de septiembre, de Coordinación de Policías

Locales  de  Aragón,  tiene  por  objeto  el  establecimiento  de  “los  criterios  de

coordinación de las Policías Locales de Aragón, en desarrollo de lo dispuesto

en  el  artículo  76.3  de  su  Estatuto  de  Autonomía,  con  pleno  respeto  al

principio de autonomía local”.

Con dicho objetivo, el artículo 22 de la norma estructura al personal

que integra los cuerpos de Policía Local de los municipios aragoneses en los

siguientes grupos, subgrupos, escalas y categorías:

“Grupo A, Subgrupo A1: Escala Superior o de mando, que comprende

las categorías de:

a) Superintendente.

b) Intendente Principal.

c) Intendente.

Grupo A, Subgrupo A2: Escala Técnica, que comprende las categorías

de:

a) Inspector.

b) Subinspector.

Grupo  C,  Subgrupo  C1:  Escala  Ejecutiva,  que  comprende  las

categorías de:

a) Oficial.
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b) Policía.

Señala el mismo artículo que “no se podrá crear un puesto de una de

las categorías contempladas en el apartado anterior sin que existan todas las

inferiores y no podrá haber en la estructura más de dos puestos de la misma

categoría sin que exista el inmediato superior”.

Al objeto de impulsar la adaptación de los cuerpos de Policía local de

los  municipios  aragoneses  a  la  estructura  fijada  en  la  ley  se  establecieron

una serie de disposiciones transitorias, del siguiente tenor literal:

“Primera.- Personal de la Administración local.

El personal de la Administración local que, a la entrada en vigor de esta

ley,  se  encuentre  desempeñando  funciones  que  corresponden  a  la

Policía Local cesará en el ejercicio de esas funciones para desempeñar

las  propias  de  la  escala,  subescala  y  clase  en  la  que  se  encuentre

adscrito.

Segunda.- Equiparación e integración de los auxiliares de policía.

1. Los auxiliares de policía que, a la entrada en vigor de esta ley, hayan

superado la oposición de  Auxiliar de  Policía Local y estén clasificados

en  la  plantilla  como  funcionarios  de  carrera  de  la  Escala  de

Administración  Especial,  Subescala  Servicios  Especiales,  Clase

Auxiliar de Policía, pasarán a la categoría de policía.

2.  Para  ello,  será  requisito  indispensable  contar  con  la  titulación

correspondiente y superar el curso de formación selectivo, que deberá

ser  programado  por  el  departamento  competente  en  materia  de
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coordinación de Policías Locales, a través de la Academia de Policías

Locales de Aragón, en un plazo máximo de tres años desde la entrada

en vigor de la presente ley.

3. En el caso de que no dispongan de la titulación requerida, quedarán

encuadrados  en  su  grupo  de  origen  en  situación  «a  extinguir»,

prestando funciones de vigilancia y custodia de instalaciones, servicios

y bienes locales. En ningún caso vestirán uniforme de la Policía Local,

ni portarán armas ni ostentarán la condición de agentes de la autoridad.

4. En todo caso y bajo ningún supuesto la integración podrá suponer un

incremento  del  gasto  público,  ni  modificación  de  sus  retribuciones

totales  anuales.  En  estos  casos,  se  pasará  a  percibir  el  sueldo  base

correspondiente al nuevo subgrupo de clasificación profesional, pero el

exceso  respecto  al  anterior  se  deducirá  de  sus  retribuciones

complementarias,  preferentemente  del  complemento  de  productividad

si  lo  hay,  del  complemento específico  o de  cualquier  otro,  referidas  a

catorce  mensualidades,  de  forma  que  se  perciban  idénticas

remuneraciones globales que en la situación anterior.

Los  trienios  que  se  hubieren  perfeccionado  se  valorarán  de  acuerdo

con el grupo de clasificación al que pertenecía el funcionario.

Tercera.- Integración de los miembros de la Escala Ejecutiva.

1.  Los  funcionarios  que  desempeñen  puestos  de  trabajo  en  las

categorías  de  Oficial  y  Policía  pasarán  a  formar  parte  de  la  Escala

Ejecutiva, quedando integrados en el Grupo C, Subgrupo C1.

2.  Para  ello,  será  requisito  indispensable  contar  con  la  titulación

correspondiente,  con  una  antigüedad  de  cinco  años  en  el  subgrupo

inferior y la superación de un curso que a tal efecto se programe por el

departamento  competente  en  materia  de  coordinación  de  Policías
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Locales o una antigüedad de diez años en el subgrupo inferior. En caso

contrario,  quedarán  encuadrados  en  el  Grupo  C,  Subgrupo  C2,  en

situación «a extinguir».”

3. En todo caso y bajo ningún supuesto la integración podrá suponer un

incremento  del  gasto  público,  ni  modificación  de  sus  retribuciones

totales  anuales.  En  estos  casos,  se  pasará  a  percibir  el  sueldo  base

correspondiente al nuevo subgrupo de clasificación profesional, pero el

exceso  sobre  el  anterior  se  deducirá  de  sus  retribuciones

complementarias,  preferentemente  del  complemento  de  productividad

si  lo  hay,  del  complemento específico  o de  cualquier  otro,  referidas  a

catorce  mensualidades,  de  forma  que  se  perciban  idénticas

remuneraciones globales que en la situación anterior.

Los  trienios  que  se  hubieren  perfeccionado  se  valorarán  de  acuerdo

con el grupo de clasificación al que pertenecía el funcionario”.

Hay  que  tener  en  cuenta  que  la  sentencia  200/2015,  de  24  de

septiembre,  del  Tribunal  Constitucional,  declaró  inconstitucionales,  y  por

consiguientes  nulos,  los  apartados  dos  y  tres  de  la  Disposición  transitoria

segunda de la ley 8/2013.

Segunda.- Así, las disposiciones transitorias de la ley 8/2013 establecían un

sistema  para  la  integración  del  personal  de  las  entidades  locales  que  a  la

entrada  en  vigor  de  la  ley  se  encontrase  desempeñando  funciones  que

corresponden  a  la  Policía  Local  en  la  estructura  de  grupos,  subgrupos,

escalas y categorías prevista en el artículo 22.

No  obstante,  y  según  se  señala  expresamente,  dicha  integración
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bajo  ningún  supuesto  “podrá  suponer  un  incremento  del  gasto  público,  ni

modificación  de  sus  retribuciones  totales  anuales”.  Para  evitar  dicha

posibilidad, se prevé que en caso de reclasificación el funcionario “pasará a

percibir  el  sueldo base  correspondiente  al  nuevo  subgrupo  de  clasificación

profesional,  pero  el  exceso  respecto  al  anterior  se  deducirá  de  sus

retribuciones  complementarias,  preferentemente  del  complemento  de

productividad  si  lo  hay,  del  complemento  específico  o  de  cualquier  otro,

referidas  a  catorce  mensualidades,  de  forma  que  se  perciban  idénticas

remuneraciones globales que en la situación anterior”.

Tercera.- En el supuesto concreto planteado en el expediente de queja que

ha  dado  lugar  a  la  presente  resolución,  y  según  señalan  los  informes

remitidos,  el  Ayuntamiento  de  Sabiñánigo  procedió  a  reclasificar  a  los

funcionarios  que  desempeñaban  puestos  de  las  categorías  de  Oficial  y

policía  en  el  Subgrupo  C1.  Tal  y  como  indicaba  la  Disposición  transitoria

tercera  punto  3 de  la  Ley 8/2013,  ello  no  podía implicar  un  incremento  del

gasto público, ni  modificación de sus retribuciones totales anuales; por ello,

se  acordó  que  “los  funcionarios  integrados  en  el  Subgrupo  C1,  pasarán  a

percibir  el  sueldo base  correspondiente  al  nuevo  subgrupo  de  clasificación

profesional, pero el exceso sobre el anterior se deducirá de sus retribuciones

complementarias, (concretamente del complemento específico, al no percibir

complemento de productividad) referidas a catorce mensualidades, de forma

que  se  perciban  idénticas  remuneraciones  globales  que  en  la  situación

anterior.  Los  trienios  que  se  hubieren  perfeccionado  con  anterioridad  a  la

entrada en vigor de la Ley 8/2013 (25-9-13) se valorarán de acuerdo con el

grupo  de  clasificación  al  que  pertenecía  el  funcionario.  Los  trienios

perfeccionados con posterioridad a dicha fecha se valorarán de acuerdo con

el  Subgrupo  C1,  con  derecho  al  abono  de  los  atrasos  correspondientes

desde la fecha de su perfeccionamiento".
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La  actuación  del  Ayuntamiento  es  consecuencia  directa  de  la

aplicación del tenor literal la ley, por lo que no cabe achacar vulneración de

la norma o irregularidad alguna a dicha Administración.

Cuarta.-  No  obstante,  el  ciudadano  que  se  ha  dirigido  a  esta  Institución

plantea  la  eventualidad  de  que  se  produzcan  agravios  comparativos  entre

aquellos funcionarios de las categorías de Oficial y Policía que han quedado

encuadrados  en  la  escala  Ejecutiva,  en  el  grupo  C1,  en  aplicación  de  lo

previsto  en  la  ley,  -y  que,  por  consiguiente,  ven  como  sus  retribuciones

complementarias se ven minoradas mensualmente al objeto de que perciban

idéntica  remuneración  global  que  antes  de  ser  integrados  en  el  nuevo

Grupo-,  y  los  que  acceden  con  posterioridad  a  las  categorías  de  Oficial  y

Policía, que perciben sus retribuciones complementarias de manera íntegra.

Así, puede darse la  situación de  que  en  un  mismo Ayuntamiento  coexistan

funcionarios que pese a pertenecer a la misma categoría, Escala, subgrupo y

grupo  de  titulación,  y  pese  a  desempeñar  las  mismas  funciones  y  tener

iguales responsabilidades, perciban retribuciones diferentes.

A  este  respecto,  debemos  partir  de  que  el  artículo  14  de  la

Constitución  española  establece  el  principio  de  igualdad  ante  la  ley.  Tal  y

como ha señalado  reiteradamente  la  jurisprudencia (así,  en  Sentencias  del

Tribunal Constitucional  161/1991, de 18 de junio, o 2/1998, de 12 de enero),

en  el  ámbito  de  la  retribución  de  los  trabajadores  cuando  el  empleador  es

una Administración Pública, ésta, como poder público que es, está sujeta al

principio  de  igualdad  ante  la  Ley  que  concede  a  las  personas  el  derecho

subjetivo de alcanzar de los poderes públicos un trato igual para supuestos

iguales.

El  Estatuto  Básico del  Empleado  Público,  cuyo Texto refundido  fue

aprobado por Real decreto Legislativo  5/2015, de 30 de octubre, incluye en
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el artículo 14, entre los derechos de los funcionarios, el de “progresión en la

carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de

igualdad, mérito y capacidad”, así como el de “percibir las retribuciones y las

indemnizaciones por razón del servicio”.

La  conjunción  de  dichos  derechos  en  el  marco  del  principio  de

igualdad  que  obliga  a  las  Administraciones  públicas  a  asegurar  a  los

ciudadanos un trato igual para supuestos iguales desemboca en el axioma “a

igualdad de funciones, igualdad de retribuciones”.

Dicho concepto viene avalado por una reiterada jurisprudencia.  Así,

el Tribunal Supremo, en Sentencia de 12 de junio de 1998, afirmó que “no es

objetivo  ni  razonable  diferenciar  a  través  del  nivel  profesional  y  del

complemento específico unos puestos de trabajo que tienen exactamente el

mismo  contenido”.  A  nivel  autonómico,  diferentes  sentencias  (así,  la

Sentencia del Tribunal Supremo de 21 de Junio de 2011, la Sentencia de la

Sala  de  lo  Contencioso-Administrativo  del  Tribunal  Superior  de  Justicia  de

Castilla y León de 26 de Mayo del 2011, la Sentencia del Tribunal Superior

de Justicia de Cataluña número 818 de 30 de junio de 2011, las Sentencias

del Tribunal Superior de Justicia de Baleares núm. 927 de 30 de noviembre

de 2011, núm. 46 de 31 de enero de 2014 y núm. 480 de 21 de octubre de

2014,  y  la  Sentencia  del  Tribunal  Superior  de  Justicia  de  Cataluña  núm.

1235 de 25 de noviembre de 2013), han vinculado el derecho retributivo de

los empleados públicos a los derechos de la igualdad ante la Ley y al de la

igualdad  en  el  acceso  a  las  funciones  públicas  (artículos  14  y  23  de  la

Constitución  española),  y  han  llegado  a  la  conclusión  de  que  atribuir

diferente  retribución  a funcionarios  que  realizan idénticas funciones  implica

una discriminación  retributiva  injustificada.  Aun  más,  se  ha  vinculado

dicha discriminación retributiva con la teoría del enriquecimiento injusto de

la Administración, al permitírsele aprovechar unos recursos personales cuyo
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coste real no satisface.

Resulta  especialmente  significativa la sentencia de 7 de octubre de

2008  del  Tribunal  Supremo  (dictada  en  recurso  10328/2003),  al  vincular

expresamente  el  derecho retributivo a un  derecho fundamental,  el  genérico

de  la  igualdad  ante  la  Ley,  y  al  específico  del  derecho  a la  igualdad  en  el

acceso a las  funciones públicas, interpretando  que  si  un  empleado  percibe 

menos  de  lo  que  debe  o  con  agravio  comparativo  se  le  puede  estar

desincentivando  a  la  permanencia  en  su  puesto.  Señala  literalmente  el

Tribunal  que  “no  es  objetivo  ni  razonable  diferenciar  a  través  del  nivel

profesional y del complemento específico unos puestos de trabajo que tienen

exactamente  el  mismo  contenido,  lo  que  no  es  una  situación  que  pueda

reducirse  a  una  mera  irregularidad  administrativa  compatible  con  las

exigencias del artículo 23.2 de la Constitución y con el derecho fundamental

que reconoce a acceder y permanecer en la función pública en condiciones

de igualdad con los requisitos que señalen las leyes”.

Quinta.-  El  Departamento  de  Presidencia  del  Gobierno  de  Aragón  parece

coincidir con dicha percepción, al señalar en su informe que “con relación al

eventual  agravio  comparativo que  podría  llegar a producirse  con  relación a

funcionarios  de  igual  categoría  en  futuras  promociones, sin  hacer  mención

en  este  escrito  a  las  limitaciones  presupuestarias  en  cuanto  a  la  oferta

pública de  empleo que  ha  venido reflejándose  anualmente  en  las  leyes de

presupuestos  desde  el  2013,  si  el  Ayuntamiento  optara  por  dotar  a  las

nuevas plazas de  unas retribuciones complementarias superiores a las que

vienen cobrando los policías que ya vienen desempeñando su trabajo en la

localidad, efectivamente el agravio podrá tener lugar”.

Indica la Administración que “desde el año 2013, las sucesivas leyes
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de  presupuestos  generales  del  Estado,  han  venido  recogiendo,  en  iguales

términos,  la  misma  cláusula  limitativa  del  gasto  público  que  justificó  el

sistema de integración recogido en la Ley 8/2013, de 12 de septiembre:

…

Siendo  a partir  del  2016,  conforme  a lo  dispuesto  en  el  artículo  19

Dos Ley 48/2015, de 29 de octubre, de Presupuestos Generales del Estado

para  el  año  2016,  cuando  se  levanta  la  limitación,  permitiendo  que  las

retribuciones de personal al servicio del sector público puedan experimentar

un incremento global, no superior al 1%.

Así  pues,  con  las  limitaciones  en  cuanto  a  la  incorporación  de

personal  y  la  tasa  de  reposición  recogidas  anualmente  en  las  Leyes  de

Presupuestos, cuestión que insistimos, no entramos a dilucidar, entendemos

que  en  su  caso  las  retribuciones  de  las  nuevas  plazas,  tanto  a  nivel  de

retribuciones básicas pues esta cuestión ineludiblemente  viene marcado de

nuevo anualmente por las Leyes de Presupuestos del Estado, como también

a nivel de las retribuciones complementarias, deberían ser equivalentes a las

de los puestos actuales, o bien con el margen marcado por la última Ley de

Presupuestos y la posibilidad de margen en cuanto a la determinación de las

retribuciones  complementarias  por  parte  la  entidad  local  (  artículo  24  del

EBEP)  equiparar  ambas,  entendiendo  que  no  puede  haber  disparidad  de

retribuciones en iguales plazas a no ser que por la especial dificultad técnica,

responsabilidad, dedicación, incompatibilidad exigible para el desempeño de

determinados puestos de trabajo o demás factores que recoge el artículo 24

del EBEP, se establecieran en puestos de igual categoría distintas cuantías

para las retribuciones complementarias, todo ello justificado necesariamente

de manera objetiva”.
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Así,  entendemos  que  las  previsiones  establecidas  en  las

Disposiciones  Transitorias  de  la  Ley  8/2013  en  lo  referente  a  las

retribuciones  del  personal  que  se  ha  visto  encuadrado  en  categorías  de

Oficial  y  Policía,  -  y  que  pueden  implicar  una  eventual  discriminación

retributiva respecto a otros  empleados  públicos  que  accedan a los  puestos

por  otros  mecanismos-,  son  consecuencia  de  las  cláusulas  limitativas  del

gasto  público  impuestas  por  las  leyes  presupuestarias  del  Estado  de  los

años 2014 y 2015.

No  obstante,  y  tal  y  como  se  informa,  la  Ley  48/2015,  de  29  de

octubre,  de  Presupuestos  generales  del  Estado  para  el  año  2016,  levanta

dicha limitación al establecer en el apartado segundo del artículo 19 que “en

el año  2016,  las retribuciones del  personal al  servicio del  sector  público no

podrán experimentar un incremento global superior al 1 por ciento respecto a

las vigentes a 31 de diciembre de 2015, en términos de homogeneidad para

los dos períodos de la comparación, tanto por lo que respecta a efectivos de

personal como a la antigüedad del mismo”.

Sexta.- En conclusión,  atendiendo a la discriminación retributiva que puede

producirse  como  consecuencia  de  la  aplicación  de  las  Disposiciones

transitorias  segunda  y  tercera  de  la  Ley  8/2013,  de  12  de  septiembre  de

Coordinación  de  las  Policías locales  de  Aragón,  y  teniendo  en  cuenta  que

dichas disposiciones pueden contextualizarse en el marco de unas cláusulas

limitativas del gasto público establecidas por el Estado en anteriores leyes de

presupuestos, pero que no se han mantenido en la última norma aprobada,

entendemos  que  se  pueden  estar  vulnerando  derechos  individuales  o

colectivos de los ciudadanos. Por ello, consideramos oportuno sugerir a esa

Administración  que  desarrolle  las  medidas  necesarias  para  impulsar  la

modificación de la Ley 8/2013, eliminando las restricciones al incremento del
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gasto  público  consecuencia  de  las  reclasificaciones  del  personal  de  los

cuerpos de Policía Local de los Ayuntamientos aragoneses establecidas en

las disposiciones transitorias segunda y tercera de la misma.

III.- Resolución

Por todo lo anteriormente expuesto, y en virtud de las facultades que

me  confiere  la  Ley  4/1985,  de  27  de  junio,  Reguladora  del  Justicia  de

Aragón, me permito formularle la siguiente

SUGERENCIA

El  Departamento  de  Presidencia  del  Gobierno  de  Aragón  debe  desarrollar

las medidas  necesarias para impulsar  la  modificación  de  la  Ley 8/2013,  de

12  de  septiembre,  de  Coordinación  de  Policías  Locales  de  Aragón,

eliminando las restricciones al incremento del gasto público consecuencia de

las  reclasificaciones  del  personal  de  los  cuerpos  de  Policía  Local  de  los

Ayuntamientos  aragoneses  establecidas  en  las  disposiciones  transitorias

segunda y tercera de la misma.

27


